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Resumen

Este artículo examina el procedimiento expro-
piatorio costarricense a partir de las reformas
de las leyes 9286 de 2014 y 9462 de 2017 a la
Ley de Expropiaciones 7495. Ofrece al opera-
dor jurídico unaesquematización actualizada
de las fases administrativa y judicial del institu-
to y valora si la apuesta legislativa por la cele-
ridad se logró sin sacrificar las garantías del ex-
propiado. La metodología combina el análisis
dogmático de la normativa vigente, el estu-
dio de la jurisprudencia constitucional (en par-
ticular el voto 2018-013705) y la revisión del pro-
yecto de ley 24.669 junto con las opiniones de
la Procuraduría General de la República de
2025. Se concluye que las reformas acelera-
ron el trámite a costa del derecho de defensa
y que la propuesta legislativa en curso profun-
diza esa lógica, por lo que el ordenamiento
sigue requiriendo ajustes sustanciales.
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Abstract

This article examines the Costa Rican expro-
priation procedure in light of the reforms in-
troduced by Laws 9286 of 2014 and 9462 of
2017 to Expropriation Law 7495. It provides le-
gal practitioners with an updated outline of

the administrative and judicial phases of the
institution and assesses whether the legislative
commitment to speed was achieved without
sacrificing the guarantees of the expropriated
owner. Themethodology combines dogmatic
analysis of the legislation in force, the study
of constitutional case law (particularly ruling
2018-013705) and a review of Bill 24.669 to-
gether with the 2025 legal opinions of the Of-
fice of the Attorney General. The article con-
cludes that the reforms accelerated procee-
dings at the expense of the right of defense
and that the pending bill deepens that logic,
so the legal framework still requires substantial
adjustments.
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Introducción

Pocas potestades públicas exhiben con tan-
ta crudeza la tensión entre el interés colectivo
y el derecho individual como la expropiación
forzosa. El Estado necesita suelo para carrete-
ras, acueductos, líneas de transmisión y hospi-
tales; el propietario, por su parte, ve sacrifica-
do un derecho que la Constitución declara in-
violable. Ese choque estructural (que la doc-
trina clásica, desde García de Enterría (1955,
pp.1023-1024) describió como el encuentro
entre la potestad expropiatoria y la garantía

patrimonial del administrado) explica por qué
toda regulación del instituto es, en el fondo,
una decisión sobre cuánta celeridad está dis-
puesto a pagar un ordenamiento con la mo-
neda de las garantías.

Costa Rica tomó esa decisión dos veces en
apenas tres años. La Ley 9286 de 2014 reformó
integralmente la Ley de Expropiaciones 7495
de 1995 (en adelante Ley 7495), y la Ley 9462
de 2017 volvió a modificarla en aspectos me-
dulares, con la promesa explícita de acelerar
la obra pública. El resultado fue un procedi-
miento más rápido sobre el papel, pero tam-
bién un expropiado con menos instrumentos
de defensa, y un régimen recursivo tan defec-
tuosamente tramitado que la Sala Constitu-
cional terminó anulándolo en 2018 mediante
la Resolución No. 13705-2018 del 23 de agos-
to de 2018. A ello se suma hoy el proyecto de
ley 24.669 de 2024, que propone sustituir por
completo la ley vigente y llevar la lógica de la
celeridad todavía más lejos.

Este artículo persigue tres objetivos. Primero,
ofrecer al operador jurídico una esquematiza-
ción clara y actualizada del recorrido expro-
piatorio en sus dos sedes, la administrativa y
la judicial, conforme al texto vigente de la Ley
7495. Segundo, valorar críticamente los apor-
tes y las falencias de las reformas de 2014 y
2017, incorporando el impacto del voto 2018-
013705 de la Sala Constitucional. Tercero, exa-
minar las perspectivas del régimen a la luz del
proyecto de ley 24.669 y de las opiniones ju-
rídicas que la Procuraduría General de la Re-
pública emitió sobre él durante 2025. La meto-
dología empleada es dogmática y documen-
tal: análisis del texto normativo vigente verifi-
cado en las bases oficiales, estudio de la juris-
prudencia constitucional pertinente y revisión
de los antecedentes legislativos en trámite. El
trabajo tiene comobase una investigaciónde
grado de la autora, aquí revisada, sintetiza-
da y puesta al día (González Coto, 2019). Se
concluye, adelantándolo desde ahora, que
la agilización obtenida no justifica el debilita-
miento de las garantías del expropiado, y que
la reforma pendiente repite ese error de dise-
ño.
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I. FUNDAMENTO CONSTITUCIONAL DEL INSTITU-
TO EXPROPIATORIO

a. La garantía del artículo 45 constitucional

El artículo 45 de la Constitución Política de
Costa Rica (1949) proclama la inviolabilidad
de la propiedad y admite una única vía para
privar de ella a su titular: el interés público
legalmente comprobado, previa indemniza-
ción conforme a la ley. La expropiación apa-
rece, así como excepción calificada, rodea-
da de tres condiciones que operan como ver-
daderos presupuestos de validez: la causa ex-
propiatoria (el interés público comprobado),
el procedimiento legal y el pago previo de
una indemnización que represente el precio
justo del bien. El artículo 1 de la Ley 7495, en
concordancia con el artículo 18 del mismo
cuerpo legal, recogen esa triple exigencia y
extiende el instituto a cualquier forma de pri-
vación de la propiedad privada o de dere-
chos o intereses patrimoniales legítimos.

La consecuencia práctica de este diseño es
doble. Por una parte, la expropiación funcio-
na como garantía del propietario: nadie pue-
de ser despojado sin causa, sin trámite y sin
precio. Por otra, funciona como habilitación
de la Administración: comprobado el interés
público y pagado el justo precio, el sacrificio
del derecho deviene jurídicamente irresistible.
Todo el procedimiento expropiatorio, en sus
dos sedes, existe para asegurar que ambas
caras de la moneda se realicen simultánea-
mente. Cuando el legislador acelera el trámi-
te recortando controles, altera ese equilibrio
en favor de la habilitación y en detrimento de
la garantía; esa es, precisamente, la historia
reciente del régimen costarricense.

b. Expropiación y responsabilidad por con-
ducta lícita

Conviene despejar desde el inicio una confu-
sión frecuente entre la expropiación y la res-
ponsabilidad administrativa por conducta lí-
cita, de la cual el instituto expropiatorio sue-
le presentarse como ejemplo típico. Las dife-
rencias son estructurales. En la expropiación,
la conducta administrativa se dirige desde el

inicio, y de manera consciente, a un menos-
cabo patrimonial concreto; la Administración
obtiene un bien a cambio de un precio; la re-
paración se produceantes del despojo; y pue-
den indemnizarse los perjuicios derivados del
acto expropiatorio, como la afectación al re-
manente del inmueble. En la responsabilidad
por conducta lícita, en cambio, la lesión pa-
trimonial es accesoria y accidental frente a
un fin colectivo; la reparación es posterior al
daño; laAdministración no recibebienalguno
a cambio; y el lucro cesante queda excluido
de la indemnización pormandato expreso del
artículo 194de la LeyGeneral de laAdministra-
ción Pública (1978, en adelante LGAP).

La distinción tiene un corolario adicional,
asentado en la doctrina nacional desde los
trabajos fundacionales sobre la materia. Ortiz
Ortiz (1996) señalaba que la expropiación
deviene imperiosa cuando la actuación
pública lesiona el contenido esencial del
derecho de propiedad, mientras que las
meras limitaciones al derecho, por intensas
que parezcan, deben ser soportadas por
el propietario sin indemnización. El deslinde
entre limitación indemnizable y limitación
soportable sigue siendo uno de los territorios
más litigiosos del derecho público costarri-
cense, y el procedimiento que se describe
a continuación es el cauce por el que esa
frontera se concreta caso por caso.

II. LA SEDE ADMINISTRATIVA

a. La declaratoria de interés público

El procedimiento arranca en el artículo 18 de
la Ley 7495, esto mediante un acto adminis-
trativo motivado que declara de interés pú-
blico el bien requerido. Tras la reforma de la
Ley 9462, ese acto lo firma el ministro del ramo
cuando expropia un ministerio, o el jerarca
del ente expropiador en los demás casos, sal-
vo disposición legal en contrario; debe noti-
ficarse al interesado o a su representante le-
gal y publicarse en el diario oficial. La misma
reforma añadió una previsión de consecuen-
cias patrimoniales: la declaratoria constituye
motivo suficiente para las eventuales indem-
nizaciones por actividades comerciales o por
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cualquier otra afectación de derechos que la
expropiación imponga, lo que permite reco-
nocer esos extremos dentro del mismo expe-
diente.
Lamotivación, la notificación y la publicación
no son formalidades decorativas. La declara-
toria delimita la causa expropiatoria que el ar-
tículo 45 constitucional exige comprobar le-
galmente, de modo que la omisión de cual-
quiera de esos requisitos compromete la vali-
dez del acto con el grado máximo de invali-
dez. Aquí se localiza, además, la primera de
las objeciones que este trabajo dirigirá a la re-
forma de 2017: el traslado de la competencia
del Poder Ejecutivo (presidente y ministro ac-
tuando conjuntamente) al ministro individual
rebajó el rango del órgano que decide el sa-
crificio de un derecho fundamental, y lo hizo
en tensión con el artículo 19 de la propia Ley
7495, que para la declaratoria genérica de in-
terés público conserva la fórmula del acuerdo
motivado del Poder Ejecutivo.

b. La anotación provisional

Dictada la declaratoria, la Administración la
anota provisionalmente ante el Registro Na-
cional. La anotación cumple una función cau-
telar de publicidad: practicada, toda transmi-
sión de la propiedad o constitución de dere-
chos reales sobre el bien se entiende efectua-
da sin perjuicio del ente anotador. El legislador
fijó un plazo de caducidad anual: La Ley 7495
en su numeral 20 establece que la anotación
se cancela de oficio si dentro del año siguien-
te no se presenta el mandamiento de anota-
ción definitiva expedido por el Juzgado de lo
Contencioso-Administrativo y Civil de Hacien-
da. El mecanismo protege a los terceros ad-
quirentes, alerta sobre traspasos futuros y evita
que la Administración termine pagando dos
veces por el mismo inmueble.

c. El avalúo administrativo y la determinación
del justo precio

El corazón económico del procedimiento es
el avalúo administrativo. Cuando la Adminis-
tración requiere adquirir bienes o afectar de-
rechos, debe solicitarlo a su dependencia es-
pecializada o, en su defecto, a la Dirección

General de Tributación, que dispone de un
mes para rendirlo. Los artículos 21 y 22 de
la Ley 7495 detallan el contenido obligatorio
del dictamen: descripción topográfica del te-
rreno, estado y uso actual de las construccio-
nes, uso actual del terreno, derechos de inqui-
linos o arrendatarios, licencias o derechos co-
merciales con sus costos de producción, per-
misos o concesiones para explotación de ya-
cimientos, precios de propiedades colindan-
tes y de ventas efectuadas en la zona, gravá-
menes que pesan sobre la propiedad y cua-
lesquiera otros elementos susceptibles de va-
loración.

El artículo 22 supra indicado establece dos re-
glas de cierre que disciplinan la valoración. La
primera excluye del justo precio los hechos fu-
turos y las expectativas de derecho, así como
las plusvalías derivadas del propio proyecto
que origina la expropiación; solo se conside-
ran los daños reales permanentes. La segun-
da, incorporada por la Ley 9462, refuerza el re-
conocimiento de la actividad comercial que
se desarrolla en el inmueble, que debe valo-
rarse de forma amplia y detallada junto con
el bien físico. El justo precio, en suma, aspira
a la reparación integral del sacrificio patrimo-
nial, sin premiar especulaciones ni castigar la
explotación económica legítima del bien.

La ley contempla también una revisión admi-
nistrativa del avalúo, aunque restringida a dos
supuestos: el caso fortuito o la fuerza mayor
que varíen la naturaleza del bien o su cabida.
Fuera de ellos, si el propietario aceptó el va-
lor y transcurren más de seis meses sin pago,
puede pedir la actualización conforme a los
índices de inflación del Banco Central. La es-
trechez de estas hipótesis contrasta con la fir-
meza que la ley atribuye al avalúo no objeta-
do, como se verá de inmediato.

d. La notificación del avalúo y su firmeza

El avalúo, en línea de lo dispuesto por el ar-
tículo 25 de la misma Ley 7495, se notifica al
propietario conforme a la Ley de Notificacio-
nes Judiciales, y en la misma comunicación
se le concede un plazo de cinco días hábiles
paramanifestar su conformidad con el precio,
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bajo apercibimiento de que su silencio se ten-
drá como aceptación. Aceptado el avalúo,
o transcurrido el plazo sin respuesta, el precio
queda firme y no cabe oposición posterior en
ninguna etapa, ni administrativa ni judicial. La
ley permite, eso sí, el arrepentimiento en senti-
do inverso: el propietario que rechazó el ava-
lúo puede aceptarlo en cualquier momento,
con lo cual procede el traspaso directo o, si el
asunto ya está judicializado, el dictado inme-
diato de la sentencia por el valor administrati-
vo, actualizable por inflación.

El plazo de cinco días merece un comenta-
rio. Cinco días hábiles para estudiar un dicta-
men técnico, contratar eventualmente un pe-
rito privado y decidir si se acepta o rechaza
el precio de un inmueble (a menudo el activo
principal de una familia o de una empresa) es
un término exiguo, y la sanción anudada al si-
lencio es la más severa posible: la firmeza defi-
nitiva del precio. La reducción de plazos que
introdujo la reforma de 2014 buscó celeridad,
pero en este punto la obtuvo trasladando el
costo íntegro de la premura al administrado.
Importante señalar lo dispuesto en el artículo
26 de la Ley 7495, la cual contempla en fase
administrativa la posibilidad, abierta en cual-
quier etapa, de someter las diferencias a arbi-
traje; cuando el diferendo verse sobre el justo
precio y se rija por la legislación procesal cos-
tarricense, el arbitraje será de peritos y los gas-
tos correrán por cuenta del ente expropiador.

III. EL PROCESO ESPECIAL DE EXPROPIACIÓN

a. El acuerdo expropiatorio y el inicio del pro-
ceso

La sede judicial se abre con el acuerdo de
expropiación, que la Administración dicta en
cuatro supuestos establecidos por el artículo
27 de la Ley 7495, a saber: disconformidad
oportuna del expropiado con el avalúo, exis-
tencia de litigio, anotaciones o gravámenes
sobre el bien, ausencia o incapacidad del ti-
tular, o negativa del propietario que aceptó
el precio a otorgar la escritura de traspaso. Por
su parte, el artículo 28 del mismo cuerpo nor-
mativo señala que, una vez dictado el acuer-
do, la Administración debe iniciar el proceso

especial ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo y Civil de Hacienda y, confor-
madoel expediente judicial, depositar elmon-
to del avalúo administrativo como requisito in-
dispensable y previo a la entrada en posesión.
El objeto del litigio queda deliberadamente
acotado: solo se discute la revisión del avalúo
administrativo para fijar el monto final de la in-
demnización, según las condiciones en que
se encontraba el bien.
Esa delimitación del objeto tiene una conse-
cuencia sistemática relevante: la legalidad
de la declaratoria de interés público, la pro-
cedencia de la restitución y las eventuales res-
ponsabilidades de los funcionarios se ventilan
por las vías ordinarias del contencioso-admi-
nistrativo, ajenas al proceso especial. El proce-
so de expropiación es, en rigor, un proceso de
justiprecio.

b. La resolución inicial y la entrada en pose-
sión

El artículo 30 de la 7495 regula lo relativo a la
resolución inicial y el nombramiento del peri-
to, señalando que, recibida la solicitud, el juz-
gado expide de oficio el mandamiento de
anotación definitiva y, en la misma resolución,
nombra un perito idóneo para revisar el ava-
lúo, escogido por riguroso orden rotativo de
las listas que los colegios profesionales presen-
tan a la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial.
En la resolución inicial se concede además al
expropiado un plazo de quince días hábiles
para desalojar el inmueble, siempre que la Ad-
ministración haya depositado el avalúo y que,
a criterio del juez, ese monto corresponda al
principio de precio justo según los preceden-
tes de casos similares; reunidas esas condicio-
nes, la misma resolución ordena la entrada en
posesión del bien, y contra ella no procede re-
curso alguno. Por otro lado, el artículo 32 de
la misma ley señala que, si vencido el plazo el
inmueble no ha sido desocupado, el juez or-
dena el desalojo inmediato con auxilio de la
fuerza pública; el plazo se amplía a dosmeses
cuando se trata de vivienda familiar.
Aquí reside el punto más delicado de todo
el régimen vigente. La reforma eliminó la revi-
sión jurisdiccional plena del avalúo como pre-
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supuestode la entradaenposesión, y suprimió
expresamente el recurso contra la resolución
que la ordena. El expropiado pierde la pose-
sión de su bien sobre la base de un precio fi-
jado unilateralmente por la propia Administra-
ción expropiante, con un control judicial redu-
cido a un juicio preliminar de corresponden-
cia conprecedentes, formuladoantes deque
el perito judicial haya rendido su dictamen y
sin contradictorio alguno. El diseño coloca al
juez en una posición incómoda (debe ade-
lantar criterio sobre el mismo extremo que lue-
go resolverá en sentencia) y al expropiado en
una posición de indefensión: desposeído, sin
recurso y a la espera de un justiprecio que se
discutirá con el bien ya ocupado. El paralelis-
mo con la crítica que la doctrina española ha
dirigido a la expropiación urgente, donde el
afectado conoce el despojo cuando ya está
consumado y solo le queda discutir el precio,
es difícil de ignorar (Fernández, 2005). Como
paliativo, el numeral 11 de la Ley 7495 seña-
la que el expropiado puede solicitar el giro in-
mediato del monto depositado, sin perjuicio
de pedir su revisión en el mismo proceso, y la
Administración queda obligada a reconocer
intereses, de oficio y a la tasa legal, desde la
desposesión y hasta el pago efectivo, calcu-
lados sobre la diferencia entre el depósito y el
justiprecio final.

c. La prueba pericial y el reconocimiento judi-
cial

Los artículos 34 y 35 de la Ley 7495 establecen
que el perito judicial dispone de ocho días há-
biles improrrogables para aceptar el cargo y
de un mes, también improrrogable, para ren-
dir el dictamen; el incumplimiento acarrea su
remoción y la exclusión por un año de la lista
oficial. De igual manera, señalan que la labor
del perito consistirá en la revisión del avalúo
administrativo para ajustarlo al valor del bien
en el momento en que fue valuado, y si se
aparta de aquel debe explicar pormenoriza-
damente las razones del cambio de criterio.
Respecto a los honorarios, el artículo 36 de la
misma norma establece que estos se fijarán
por hora profesional, nunca como porcenta-
je del valor del bien. Además, el artículo 38
de la normaestableceque las partes cuentan

con audiencia de diez días sobre el dictamen
y de cinco sobre sus adiciones o aclaraciones.
A solicitud de parte, o de oficio, el juez puede
nombrar un perito tercero en discordia, esto
en razón de lo dispuesto en el artículo 37 de
la ley supra señalada.

El régimen probatorio culmina con una dili-
gencia que la ley convierte en obligatoria: El
artículo 39 de la Ley 7495 establece el reco-
nocimiento judicial del inmueble, al que se
cita a las partes y a los peritos para que ex-
pongan de viva voz sus observaciones sobre
los avalúos. Las partes pueden aportar ade-
más otros elementos de convicción (informes
de cámaras de corredores, publicaciones de
venta de inmuebles de la zona, valores decla-
rados para efectos tributarios o bancarios, ín-
dices oficiales de precios), y el juez aprecia
todo el material en conjunto conforme a las
reglas de la sana crítica racional, con libertad
para apartarse de los dictámenes periciales.
De igual manera, la norma señalada estable-
ce un límite cuantitativo que cierra el sistema:
la indemnización no puede exceder la suma
mayor estimada en los avalúos.

d. La sentencia, los medios de impugnación y
su ejecución

Vencidas las audiencias y sin prueba pendien-
te, el juez dicta la resolución final dentro de
los quince días hábiles siguientes. En mate-
ria recursiva, el texto surgido de las reformas
de 2014 y 2017 atribuyó la apelación al Tribu-
nal de loContencioso-Administrativo yCivil de
Hacienda; ese régimen, sin embargo, quedó
parcialmente anulado.Mediante el voto 2018-
013705 del 23 de agosto de 2018, dictado al
evacuar una consulta judicial de constitucio-
nalidad, la SalaConstitucional declaró incons-
titucional la reforma operada a los artículos
40 a 43 de la Ley 7495 por infringir el trámite
sustancial del artículo 167 de la Constitución,
pues el proyecto que modificaba la organiza-
ción y el funcionamiento del Poder Judicial no
fue consultadoa laCorte Supremade Justicia.
La Sala dimensionó los efectos de su fallo y de-
claró que el artículo 215 del Código Procesal
Contencioso-Administrativo (2006, en adelan-
ta CPCA) recuperaba su vigencia, de modo
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que las apelaciones pendientes debían con-
tinuar ante el Tribunal de Casación de lo Con-
tencioso-Administrativo y Civil de Hacienda.

El artículo 215 del CPCA, en efecto, había re-
formado desde 2006 el régimen recursivo de
la ley de expropiaciones, atribuyendo la ape-
lación contra la resolución final al Tribunal de
Casación de lo Contencioso-Administrativo y
Civil de Hacienda, con un plazo de cinco días
hábiles y una audiencia sobre el fondo con
posibilidad de prueba para mejor resolver. La
anulación constitucional produjo así una re-
lectura del sistema vigente en los artículos 40,
41 y 43 de la Ley 7495: la apelación de la
sentencia corresponde al Tribunal de Casa-
ción, mientras que los autos apelables (desig-
nación y honorarios de peritos, retiro y distribu-
ción del avalúo, nulidades de actuaciones y
de pericias) conservan el régimen devolutivo
de la ley, y los demás autos solo admiten revo-
catoria. El episodio dejó una lección de técni-
ca legislativa que excede lo procesal: la pre-
mura con que se tramitaron las reformas com-
prometió su propia validez.

Firme la resolución que fija la indemnización,
el artículo 45 de la Ley 7495 establece que
el justiprecio se paga en dinero efectivo (sal-
vo aceptación de títulos valores por su valor
real certificado), como así también que la di-
ferencia con el avalúo depositado se cance-
la de inmediato con aplicación de las nor-
mas de ejecución de sentencia del CPCA. Por
otra parte, el artículo 47 del mismo cuerpo le-
gal indica que el expediente pasa a la Nota-
ría del Estado para la protocolización de pie-
zas, que vale como título supletorio y obliga
al Registro Nacional a cancelar sin más trámi-
te todas las anotaciones, exacciones y gravá-
menes. En complemento, el numeral 48 de la
misma Ley señala que el trámite registral está
exento de impuestos, timbres y derechos. Im-
portante señalar, que la Ley supra concluye
con los artículos 57 y 58, artículos que estable-
cen la responsabilidad personal de los funcio-
narios administrativos y judiciales que incum-
plan injustificadamente los plazos legales, con
la obligación correlativa de la Procuraduría o
del ente expropiador de accionar para resar-
cir los perjuicios económicos causados a la

Administración. En lo no indemnizado, convie-
ne recordarlo, el fallo expropiatorio no produ-
ce cosa juzgada material, por lo que el expro-
piado conserva la vía ordinaria para los extre-
mos omitidos.

IV. BALANCE CRÍTICO DE LAS REFORMAS 9286
Y 9462

a. Los aportes

Sería injusto negar los méritos del ciclo refor-
mador que estableció la reforma vía Ley 9462.
El primero es la disciplina temporal: la imposi-
ción de plazos breves y perentorios a casi to-
das las etapas (un mes para el avalúo, cin-
co días para pronunciarse sobre él, ocho días
para aceptar el cargo pericial, unmes para el
dictamen, quince días para la sentencia) di-
señó, sobre el papel, un proceso expropiato-
rio capaz de concluir en alrededor de ocho
meses, frente a trámites que antes se medían
en años. La sujeción de los propios jueces a
plazos con respaldo en un régimen de respon-
sabilidad personal imprimió al proceso un pa-
rámetro de celeridad verificable, con efectos
directos sobre el costo y el ritmo de la obra pú-
blica1.
El segundo aporte que introdujo la reforma su-
pra es la modernización de las comunicacio-
nes: la remisión a la Ley de Notificaciones Judi-
ciales y la posibilidad de utilizar los medios se-
ñalados por el propio afectado desde la eta-
pa administrativa hicieron más eficaz la notifi-
cación sin merma del debido proceso. El ter-
cero, quizá el más valioso en clave de garan-
tías, es el reforzamiento del reconocimiento
de los derechos comerciales: la Ley 9462 reite-
ró en el artículo 18 de la Ley 7495 que la de-
claratoria de interés público cubre las indem-
nizaciones por actividades comerciales, y el
artículo 22 de la misma norma obliga a va-
lorarlas de forma amplia y detallada, con lo
cual el justo precio dejó de agotarse en el va-
lor físico del inmueble.

b. Las falencias

1
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El pasivo del balance es más pesado. La pri-
mera falencia es de método legislativo: la re-
forma integral de 2014 apenas había comen-
zado a asentarse cuando la de 2017 volvió a
modificar el régimen, obligando a los opera-
dores a adecuarse a dos reformas en el pla-
zo de una. La producción normativa acelera-
da, lejos de ordenar la práctica, multiplicó los
problemas de interpretación y aplicación (Fer-
nández, 2015).

La segunda falencia es sustancial y ya fue
anticipada: el debilitamiento del derecho de
defensa del expropiado. Tres manifestaciones
lo condensan. La degradación competencial
de la declaratoria de interés público, traslada-
da del Poder Ejecutivo al ministro del ramo, en
contradicción con el artículo 19 de la misma
ley. La eliminación de la revisión jurisdiccional
del avalúo como presupuesto de la entrada
en posesión, que dejó la fijación provisional
del precio en manos de la propia Administra-
ción expropiante, sin segundaopinión califica-
da al momento del despojo. Y la supresión ex-
presa del recurso contra la resolución que or-
dena la puesta en posesión, que consuma la
indefensión en el instante procesal de mayor
intensidad lesiva. La combinación de las tres
convierte la fase inicial del proceso en un trá-
mite de desapoderamiento casi automático,
donde el contradictorio llega cuando el bien
ya cambió de manos.

La tercera falencia es de coherencia interna:
el legislador incurrió en inconsistencias tempo-
rales visibles en el régimen del perito, a quien
la normativa asigna plazos que se contradi-
cen entre sí y que chocan con los plazos de
desalojo fijados por el juez, generando friccio-
nes prácticas en la etapamás sensible del pro-
ceso. Y la cuarta es la ya relatada anulación
del régimen recursivo por el voto 2018-013705:
la reforma alteró competencias de los tribuna-
les sin consultar a laCorte Supremade Justicia,
vicio de procedimiento que costó la vigencia
de los artículos 40 a 43 y obligó a reconstruir el
sistema de impugnación sobre el artículo 215
del CPCA. Una legislación pensada para dar
certeza terminó produciendo, durante meses,
multiplicidad de interpretaciones sobre cuál
era el órgano de alzada competente.

El balance, en síntesis, confirma la hipótesis de
la investigación de base: pese a las reformas
recientes, el proceso expropiatorio requiere
ajustes sustanciales que permitan una verda-
dera agilización con efectiva protección de
los derechos. La celeridad se compró con
garantías, y la moneda resultó constitucional-
mente defectuosa.

V. PERSPECTIVAS: EL PROYECTO DE LEY 24.669

a. Las líneas maestras de la propuesta

Lejos de corregir el rumbo, la agenda legisla-
tiva en curso lo profundiza. El proyecto de ley
24.669, presentado en 2024 bajo el nombre de
Ley de Adquisición de Bienes Inmuebles y Ex-
propiaciones, propone derogar íntegramente
la Ley 7495 y sustituirla por un régimen construi-
do abiertamente desde la perspectiva de la
Administración constructora de obra pública.
Su exposición de motivos es elocuente: invo-
ca los sobrecostos de proyectos viales para-
lizados por expropiaciones judicializadas y el
peso de los intereses de los préstamos interna-
cionales, y cuantificaqueen la ampliaciónde
una ruta nacional cerca de un tercio de las ex-
propiaciones se encontraba en procesos judi-
ciales que impedían al Estado tomar los terre-
nos.

Del articulado propuesto por el órgano legis-
lativo en el proyecto de Ley 24.669 destacan
cuatro líneas. La primera amplía las vías de ad-
quisición (compra directa, donación y expro-
piación) y habilita a la Administración a con-
tratar consultorías privadas de gestión predial
al amparo del artículo 62 de la Ley General
de Contratación Pública. La segunda reduce
los supuestos en que la Administración debe
acudir al proceso judicial para entrar en pose-
sión del bien, generalizando la toma de pose-
sión con base en el avalúo administrativo. La
tercera reconfigura el objeto del proceso de
justiprecio, canalizando la impugnación de la
declaratoria de interés público hacia el recur-
so administrativo de revisión y excluyendo del
proceso especial los temas ajenos al precio.
La cuarta deroga el arbitraje como mecanis-
mo de determinación del justiprecio.
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b. Las observaciones de la Procuraduría Ge-
neral de la República
La Procuraduría General de la República exa-
minó el proyecto en dos oportunidades duran-
te 2025, y su diagnóstico acumula dudas de
constitucionalidad de un espesor notable. En
la opinión jurídica PGR-OJ-137-2025 del 01 de
septiembre de 2025, el órgano asesor cuestio-
nó, entre otros extremos, una declaratoria de
interés público que no sería publicada, una
anotación provisional sin plazo de caducidad,
medidas precautorias sin plazo máximo de vi-
gencia, la regulación de la restitución, venta y
permuta de bienes expropiados, la expropia-
ción del derecho de posesión y del propieta-
rio ausente, la función y el alcance del peri-
taje judicial, y la derogación del arbitraje en
materia de justiprecio; advirtió además incon-
gruencias de técnica legislativa y el riesgo de
espacios para la arbitrariedad administrativa.
En similar línea, la opinión jurídica PGR-OJ-205-
2025 del 24 de noviembre de 2025, sobre el
texto dictaminado, constató que la propues-
ta reduce los casos en que la Administración
estaría obligada a acudir a un proceso espe-
cial de expropiación para entrar en posesión
del bien y determinar el justiprecio.
La dirección del proyecto es, pues, inequívo-
ca: menos jurisdicción, más autotutela. Si el
régimen vigente ya permite el desapodera-
miento con un control judicial preliminar y sin
recurso, la propuesta aspira a prescindir del
proceso judicial previo en un número todavía
mayor de supuestos. La experiencia compara-
da aconseja prudencia. En España, por ejem-
plo, medio siglo de generalización de la ex-
propiación urgente y de vaciamiento de las
garantías de la ley general llevó a la doctrina
más autorizada a calificar el estado del insti-
tuto como «la vergüenza del Derecho Públi-
co español», y a reclamar una nueva ley que
restituyera al procedimiento su función de ga-
rantía. Costa Rica, que en 1995 diseñó un ré-
gimen equilibrado inspirado en la mejor tra-
dición de la Ley de Expropiación Forzosa Es-
pañola de 1954, parece dispuesta a recorrer
aceleradamente el camino inverso.
Nada de lo anterior niega la legitimidad del
fin perseguido. La parálisis de la obra pública

tiene costos sociales reales y la mora judicial
es un problema verificable. La objeción es de
medios: el cuello de botella de las expropia-
ciones costarricenses se localiza en la gestión
predial temprana, en la calidad de los ava-
lúos y en la dotación de los despachos judi-
ciales, antes que en la existencia misma de
un control jurisdiccional previo a la despose-
sión. Suprimir el control para ganar velocidad
equivale a tratar la fiebre rompiendo el termó-
metro.

Conclusiones

Primera. El procedimiento expropiatorio costa-
rricense vigente, resultado de las reformas de
2014 y 2017 a la Ley 7495, es un régimen de
dos tiempos claramente diferenciables: una
sede administrativa orientada al traspaso vo-
luntario, cuyo eje es el avalúo y su firmeza, y
un proceso judicial especial reducido a la fi-
jación del justiprecio. Toda pretensión ajena
al precio (legalidad de la declaratoria, restitu-
ción, responsabilidades) discurre por las vías
ordinarias del contencioso-administrativo.
Segunda. Las reformas produjeron aportes ve-
rificables: plazos perentorios con responsabili-
dad personal de los funcionarios, notificacio-
nes eficaces y un justo precio que incorpora
de manera expresa los derechos y las activi-
dades comerciales del expropiado. La aspira-
ción de un proceso concluido en meses dejó
de ser retórica para convertirse en parámetro
normativo exigible.
Tercera. Esos aportes se financiaron con ga-
rantías. La degradación competencial de la
declaratoria de interés público, la entrada en
posesión sin revisión jurisdiccional plena del
avalúo y sin recurso alguno, y las inconsisten-
cias del régimen de plazos periciales configu-
ran un debilitamiento estructural del derecho
de defensa, concentrado precisamente en
el momento del desapoderamiento. El voto
2018-013705 de la Sala Constitucional, al anu-
lar por vicio de procedimiento el régimen re-
cursivo reformado y devolver la apelación al
Tribunal de Casación conforme al artículo 215
del CPCA, evidenció además que la premura
legislativa compromete la validez de sus pro-
pios productos.

10



Cuarta. El proyecto de ley 24.669 confirma
que la lógica de la celeridad sigue gobernan-
do la agenda: generaliza la entrada en pose-
sión sin proceso judicial previo, deroga el ar-
bitraje de justiprecio y externaliza la gestión
predial, con un cúmulo de dudas de cons-
titucionalidad señaladas por la Procuraduría
General de la República en sus opiniones de
2025. De aprobarse en sus términos, el ordena-
miento habría sustituido un régimen defectuo-
so por otro más veloz y menos garantista.

Quinta. La recomendación central de esta in-
vestigación conserva plena actualidad: antes
que una tercera reforma integral en una dé-
cada, el sistema necesita estabilidad normati-
va, un acomodo prolongado de las reglas vi-
gentes que permita identificar con evidencia
empírica los ajustes verdaderamente necesa-
rios, y un punto de equilibrio entre la aplica-
ción literal de los plazos y la realidad prácti-
ca de los despachos. La celeridad de la obra
pública y la tutela del expropiado no son ob-
jetivos enfrentados por naturaleza; los enfren-
ta únicamente un diseño legislativo que insiste
en pagar la primera con la segunda. El desa-
fío pendiente del legislador costarricense con-
siste en demostrar que puede acelerar el trá-
mite fortaleciendo, y no recortando, el control
sobre el ejercicio de la más intensa de las po-
testades administrativas.
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